
Incertidumbre institucional

e inferencias de imparcialidad:
el caso del Instituto Federal
Electoral

Andreas Schedler*

En los últimos años, el estudio de las instituciones políticas ha
cobrado nuevo vigor. "Las instituciones están de moda" (Ames,

1999, p. 221), definitivamente. En América Latina y en México, el
surgimiento de la democracia ha llevado al redescubrimiento de las
instituciones democráticas. Durante décadas, en el México de la "re
volución institucional" las instituciones parecían fachadas huecas que
no merecían la atención de los estudiosos de la política. Hoy, en cam
bio, las organizaciones y reglas formales se han vuelto centros de aten
ción académica en la medida en que han cobrado vida y peso propios.
Los estudios electorales en México se inscriben nítidamente en esta
tendencia.

A las diversas vertientes del llamado "nuevo institucionalismo" en

ciencia política se les ha criticado por no contar con una base concep
tual, un enfoque metodológico, un marco teórico y un programa de
investigación compartidos (Immergut, 1998, p. 5). Sin embargo, a pe
sar de su diversidad metodológica y teórica, se puede afirmar que el
coruunto de trabajos que pertenecen a la familia neoinstitucional com-
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parte una preocupación sustancial: la de las instituciones formales.
Esta es la idea directriz del nuevo institucionalismo en la ciencia po
lítica; su programa: tomar a las instituciones formales en serio. En la
disciplina, la premisa neoinstitucional de que "las instituciones impor
tan" se traduce en la convicción de que "las reglas formales importan".

De hecho, aun los autores que han reivindicado la continua primacía
de las reglas informales sobre las formales en la política latinoameri
cana -como en la tesis de la "institucionalización informal" de Gui
llermo O'Donnell (1996, p. 47)- han insistido en el objetivo normativo
de cerrar "la brecha entre reglas formales y la conducta" efectiva de
los actores (O'Donnell, 1996, p. 40). Ideas centrales a los actuales es
fuerzos por elevar la "calidad democrática" de las nuevas democra
cias, como el Estado de derecho (rule of law) y el combate contra la
impunidad, la corrupción y el clientelismo, convergen en el mismo
propósito normativo: el proyecto de instaurar el imperio de la regla
formal, universal e impersonal.

El presente artículo claramente forma parte de la corriente neoins-
titucionalista, pero se aleja de ella en un punto nodal: problematiza
su noción básica del seguimiento de reglas. La mayor parte del neoins-
titucionalismo en ciencia política ha girado alrededor de reglas claras,
conocidas y efectivas: reglas de decisión, reglas de votación, reglas de
traducción de votos en escaños, reglas de no reelección, etcétera. En
estos casos, la aplicación de las reglas no requiere de mayores esfuer
zos interpretativos ni hay mucho lugar a dudas sobre la línea diviso
ria entre cumplimiento y violación. En este sentido, son reglas que
crean "certidumbre institucional" y cuya aplicación puede considerar
se como "mecánica". Pero no todas las reglas formales son tan senci
llas de aplicar. Sabemos, por lo menos desde Kelsen (1994 [1934]) que
las reglas formales muchas veces no son tan claras, completas, especí
ficas, congruentes y sencillas como para dictar soluciones únicas. Su
aplicación se vuelve, entonces, compleja e incierta.

A continuación se exploran las implicaciones que tienen los már
genes de incertidumbre jurídica para la idea de una aplicación impar
cial de reglas formales en un ámbito empírico concreto: la administra
ción electoral mexicana. En el proceso de democratización que México
ha vivido en los años noventa, la organización de las elecciones fede
rales pasó del partido de Estado a un nuevo organismo independien
te: el Instituto Federal Electoral (IFE). Sin embargo, la nueva autono
mía de la autoridad electoral ha llevado a una serie de conflictos en

los cuales el partido gubernamental, el Revolucionario Institucional
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(PRI), ha acusado a algunos miembros del máximo órgano del ife, el
Consejo General, de violar el principio de la imparcialidad en el ejer
cicio de sus funciones. Presentamos enseguida una breve cronología
tanto de las reformas electorales como de los desencuentros entre el

PRI y la autoridad electoral; después entraremos al análisis de la dis
putada imparcialidad del IFE, con algunas reflexiones básicas acerca
del concepto mismo de la imparcialidad.

La ciudadanización del IFE

Hasta ñnales de los años ochenta, cada paso del proceso electoral
mexicano, desde el registro de los partidos hasta la validación de los
resultados, estuvo bajo firme control del Estado y su partido. Nomi-
nalmente, el máximo órgano de administración electoral fue la Comi
sión Federal Electoral (CFE), integrada por representantes de parti
dos políticos y presidida por el secretario de Gobernación. Pero como
muchas otras instituciones de la "revolución institucional", se trató
de un gremio más decorativo que decisivo. Debajo de su delgada su
perficie pluralista reinó, de manera irrestricta, la voluntad guberna
mental. El Partido Revolucionario Institucional contaba con la mayo
ría de los votos en la Comisión. Además, tenía bajo su dominio todo el
aparato administrativo transitorio que solía ensamblar la Secretaría
de Gobernación para la organización de las elecciones federales.^

En los años noventa todo esto cambió. A través de cuatro reformas

electorales negociadas (aprobadas en 1990,1993,1994 y 1996) la opo
sición emergente, foimada básicamente por el longevo Partido Acción
Nacional (PAN) a la derecha y el Partido de la Revolución Democrática
(PRD), fundado en 1989 y situado a la izquierda, logró transformar la
infraestructura entera de la administración electoral en el país. De
hecho, las reformas legales a la institucionalidad electoral represen
taron el punto arquimédico de la prolongada transición mexicana a la
democracia.

La columna vertebral de estas reformas fue la instauración de un

' Aquí habría que añadir que, a raíz de Ins reformas electorales de 1973 y de 1977, el PRI
perdió la representación mayoritariacn la CFE. en las elecciones intermedias de 1979. Recuperó
esta mayoría solamente en Í987, en vísperas del proceso electoral de 1938, mediante la reforma
electoral del mismo año. En este lapso (de 1979 a 1987), el partido gobernante dependió de sus
aliados históricos, los llamados partídos satélites, para la formación de mayorías en lo comisión
electoral (Schedler, 1999d. pp. 6,10 y 56).
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organismo permanente y autónomo de organización electoral: el Ins
tituto Federal Electoral (IFE). Con la nueva autoridad electoral, por
primera vez en la historia mexicana una burocracia profesional se
hace cargo de la organización de las elecciones federales. La vieja
Comisión Federal Electoral de todos modos sobrevivió en cierta ma
nera, convirtiéndose en el Consejo General del IFE, su "órgano supe
rior de dirección",^ encomendado a dirigir y supervisar la nueva
maquinaria administrativa. En 1990, cuando el Instituto entra en
operaciones, es todavía el secretario de Gobernación quien preside
este organismo directivo. Los partidos políticos entraron mediante
una fórmula de representación proporcional suavizada que daba al
PRI seis representantes, a la oposición cinco y a los históricos parti
dos satélites tres en total. Para impedir el posible "mayoriteo" de
algún bloque de partidos, fuera oficialista u opositor, se introdujo,
además, la figura de (seis) funcionarios electorales apartidistas, los
llamados consejeros magistrados, nombrados a propuesta del presi
dente de la República.^

Esta primera y ciertamente tímida introducción de un elemento
no partidario en el seno del Consejo General se profundiza con la re
forma electoral de 1994. En este año, poco antes de las elecciones pre
sidenciales, entra una nueva generación de miembros apartidistas,
rebautizados como consejeros ciudadanos. Ahora son los partidos
políticos quienes los nombran y su papel se revalora sustancialmente.
Reuniendo seis de los once votos en total, dejan de ser el "fiel de la
balanza", un mero factor de equilibrio, para convertirse en el grupo
determinante.''

La llamada "ciudadanización" del máximo órgano de dirección y
supervisión del IFE concluye en 1996, cuando los partidos vuelven a
nombrar una nueva generación de consejeros independientes, ahora
con el título más técnico de consejeros electorales. Con esta reforma
electoral, la última hasta la fecha, los consejeros apartidistas asumie
ron el control del Consejo. Su derecho de voto se volvió exclusivo. Los

" Código FedernI de Instituciones y Procedimientos Electorales (Conpe), artículo 73.
En adetinle, todas las referencias a este código siguen la última versión editada por el IFE
(1996).

■' Sobre diseños institucionales alternativos, las posibles alianzas que abría el esquema de
representación adoptado y su funcionamiento actual durante el proceso electoral de 1991, véa
se Schedler (1999d).

< Cuatro de los cinco votos restantes pertenecían, técnicamente, a los representantes del
Congreso (dos para el PKt y dos para los partidos de oposición, TAN y PKli), y uno al secretario de
Gobernación. Los representantes de los partidos perdieron su derecho a voto pero mantuvieron
sus escaños en el Consejo (con derecho a voz).
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partidos y el Congreso mantuvieron a sus representantes, pero ya to
dos con un papel meramente deliberativo, con voz pero sin voto. Ade
más, el secretario de Gobernación abandonó el gremio cuya presiden
cia también pasó a manos de una figura independiente, el consejero
presidente, nombrado por las dos terceras partes de la Cámara de
Diputados (igual que sus colegas, los ocho consejeros electorales).

La reforma sella la largamente anhelada independencia de la au
toridad electoral tanto del Estado como del antiguo partido del Estado
y de los partidos políticos en general. Con ella culmina la transforma
ción de la administración electoral federal de un modelo de "autoser

vicio" en manos de un Estado dispuesto a diseñar y violar las reglas
en beneficio propio, a un modelo de "delegación" en manos de terceros
apartidistas encargados de administrar el proceso electoral de mane
ra imparcial (Schedler, 1999d). Esta trayectoria institucional corres
ponde, por un lado, a una tendencia internacional. En la "tercera ola"
de democratización política (Huntington, 1991), la mayoría de las
nuevas democracias han establecido un organismo electoral indepen
diente (López-Pintor, 1999). Por otro lado, coincide con una tendencia
más general de profundizar la diferenciación funcional del Estado
mediante el establecimiento de nuevos "organismos de restricción"
(Collier, 1999). Muchas de las nuevas democracias han optado por
llevar la vieja división de poderes y, por lo tanto, la capacidad de "auto
control" del Estado (Schedler eíaZ., 1999), a nuevos ámbitos funciona

les. Han establecido organismos de control independientes y especia
lizados, por ejemplo, en política monetaria (bancos centrales), en el
combate a la corrupción (fiscalías anticorrupción), y en la regulación
del mercado (comisiones reguladoras). En este sentido, la experien
cia del IFE tiene una relevancia potencial para un conjunto muy
amplio de instituciones estatales, tanto en el propio México como en
otros países.

La disputa por el IFE

Los actuales consejeros electorales del IFE asumieron sus funciones
en octubre de 1996, al iniciarse el proceso electoral de 1997. A pesar
de su relativa inexperiencia, pasaron con excelencia su primera prue
ba de fuego: la organización precisamente de las elecciones interme
dias del 6 de julio de 1997. En estas elecciones, el PRI perdió tanto la
capital como su mayoría en la Cámara de Diputados. El resultado
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favorable para la oposición naturalmente ayudó a establecer la credi
bilidad del proceso, que en sus vísperas todavía había suscitado cier
tas dudas e interrogantes.®

Desde esa fecha, los representantes de la oposición han sido enfá
ticos en expresar, de manera reiterada, su profunda confianza en el
Consejo General del IFE. "Para el PAN -por ejemplo, como lo afirmó en
alguna ocasión su representante ante el IFE- no hay duda, vacilacio
nes o titubeos. El IFE actúa con imparcialidad, objetividad, certeza y
legalidad en todos y cada uno de sus actos".® El PRI, por su parte,
formuló algunas percepciones críticas ya antes e inmediatamente des
pués de los comicios, pero a grandes rasgos decidió sumarse a las ova
ciones generales que recibió el IFE a raíz de las elecciones de 1997. No
obstante, la paz entre la nueva autoridad electoral y el partido ex
hegemónico no duró mucho. Ya en octubre de 1997 el conflicto latente
entre el Revolucionario Institucional y cinco de los seis miembros del
Consejo General propuestos por la oposición irrumpió en la discusión
pública; el motivo fueron los cuestionamlentos que hicieron estos con
sejeros al entonces secretario ejecutivo, Felipe Solís. El funcionario
impugnado, quien fue percibido como cercano al PRI y nunca logró una
buena comunicación con los miembros del Consejo General, finalmen
te renunció a finales de enero de 1998.

A partir de entonces, la crítica del partido gobernante hacia los con
sejeros identificados como el "bloque opositor" dentro del IFE se hizo
más sostenida, y volvió a escalar en noviembre de 1998, cuando el PRI,
por una cuestión de procedimiento, abandonó el Consejo General por
tiempo indefinido, hasta "IqueJ retorne la legalidad y la sensatez".'^
Meses después, en marzo de 1999, regresó a la mesa con otro gesto dramá
tico: presentó una queja administrativa contra cuatro consejeros y anun
ció (sin cumplirlo nunca) que iniciaría un juicio político {impeachment)
contra ellos. El conflicto volvió a ocupar las primeras planas en agosto
del mismo año, cuando el entonces controlador interno del IFE, proba
blemente bajo influencias subterráneas de parte del mismo PRI, emitió
su dictamen declarando la destitución de un consejero (por supuesta
malversación de fondos públicos) y la "amonestación pública" de otros
dos (por supuestas violaciones al principio de la imparcialidad).

s Para un análisis de las criticas preclectorales véase, por ejemplo, Tbmás Tenorio Galindo,
"El IFE y las sospechas electorales". Ao Crónica, 26 de junio de 1997, p. 10.

<• Versión eslenocrárica de la sesión ordinaria del Consejo General del Instituto Federal
Electoral, 16 de diciembre de 1998, 89a parle, p. 3.35.

"Abandona l'KI sesión del IFK en protesta". Reforma, 17 de noviembre de 1998, p, 2,
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En todos estos episodios de conflicto, el PRI acusó al llamado "pen
tágono" de los consejeros presuntamente "antipriístas", de violar, ade
más de artículos específicos de la ley o de la Constitución, los principios
rectores del Instituto Federal Electoral: la certeza, la legalidad, la
objetividad y la imparcialidad.® En el debate público, estas acusacio
nes han suscitado reacciones opuestas, dictadas por identidades par
tidarias o simpatías personales. Para unos, el PRI tiene razón; el IFE
es un "monstruo ciudadanizado"^ y los consejeros, que tienen proble
mas de adaptación a un cargo administrativo, no han actuado de ma
nera imparcial. Para otros, los consejeros son "hombres honorables,
capaces, valientes -muy valientes- y patriotas",'" mientras que los
rasgos patológicos están del lado del PRI; teniendo problemas para
adaptarse a un contexto democrático, golpea ai árbitro porque no le
gusta perder ni rendir cuentas. De ambos lados, los analistas políti
cos, más que analizar, se han inclinado por tomar partido en el con
flicto."

El presente intento de arrojar algo de luz sobre la controvertida
imparcialidad del Consejo General del IFE se va por otro camino. En
tra al tema por la puerta de un análisis conceptual que revela dos
problemas metodológicos de fondo que han sido ampliamente ignora
dos en el debate político. Por un lado, la naturaleza "idealizada" del
concepto de la imparcialidad, basada en la idea de una "monocausa-
lidad" de las reglas formales, puede llegar a frustrar nuestras preten
siones de evaluarla de manera empírica. Por otro, su naturaleza "in
visible" no permite observarla directamente; a la imparcialidad no la
podemos ver, nada más la podemos inferir de indicadores indirectos.

8 Véase, por ejempto. Partido Revolucionario Institucional, 'Denuncia por responsabilidad
administrativa'. México. D.F.. 16 de marzo de 1999. Es signiñcativo. aunque no carece de cierta
ironía, que el PRI nunca haya acusado a los consejeros de inrringir el quinto principio rector del
Instituto que establece tanto la Constitución (en su articulo A1) como el Cofípe, el Código Fede
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales (en su articulo 73); la independencia,

s "El IFE. un monstruo ciudadanizado". Milenio, 5 de enero de 2000, p. 11.
Ricardo Garcia Cervantes. "IFBliz año'. La Crónica, 17 de diciembre de 1999. p. 13.

■■ Sin embargo, habría que resaltar que no estamos ante un conflicto petrificado. Ante
todo, n medida que cl PRI mantiene su expcclallva de triunfar en las elecciones federales de
2000, es probable que su interés por contar con una autoridad electoral indiscutida empiece a
suavizar su relación crispada con el máximo órgano del IFE. De hecho, en enero de 2000 el
partido nombró a un nuevo representante ante el instituto Federal Electora!, quien en sus
primeras actuaciones ya ha dejado entrever un cambio sustancial de tono, un nuevo estilo de
crítica más constructivo y menos agresivo (véase Versión eslent^éñca de la Sesión Ordinaria
del Consejo Electoral, del 27 de enero de 2000,22a parte, pp. 68-59).



Modos de imparcialidad

La imparcialidad es un principio elemental de la sociedad moderna.
No solamente es el fundamento normativo de cualquier concepto de
justicia/^ también es el principio rector de amplias esferas de la vida
pública y privada. El juez, el funcionario, el policía, el reportero, el
maestro, el científico, el cura, la madre, el árbitro... todos viven bajo
la estricta exigencia de seguir criterios imparciales en su actuación
cotidiana.'^ En el contexto de los procesos de democratización, el re
clamo por la democracia se ha traducido casi invariablemente en un
reclamo también por la imparcialidad. El arribo de un régimen políti
co democrático genera fuertes presiones hacia la profundización de la
democracia y el avance hacia un Estado de derecho democrático.

En términos conceptuales pareciera tratarse, a primera vista, de una
noción bastante clara y sencilla. Para dilucidar su significado no pa
recería ser necesario mucho más que algo de sentido común; al fin que
se pueden escribir libros enteros sobre el tema sin jamás sentir la nece
sidad de definir el término (Barry, 1995). Pero a veces las apariencias
engañan. Para empezar, hay que trazar una distinción básica. Desde
John Rawls (1971), el debate político-filosófico sobre la imparcialidad
se centra en cuestiones de diseño institucional. Lo que le preocupa es
la imparcialidad no de los actores políticos, sino de las reglas y los
procedimientos políticos. En cambio, el presente artículo tematiza la
imparcialidad como principio de argumentación y decisión; entiende
la imparcialidad como un modo de resolución de conflictos que toma
en cuenta, de manera equitativa, los puntos de vista de todos los
involucrados sin favorecer ni discriminar alguna paite ni imponer
intereses propios. Desde esta perspectiva, la imparcialidad ya no es
un atributo de instituciones sino de actitudes, lo que nos lleva a intro
ducir una distinción más.

La resolución imparcial de conflictos se puede dar por dos vías
alternativas: el árbitro imparcial puede buscar una solución interme-

'La imparcialidad como lal no os una concepción de la justicia, sino un olcmcnlo nece
sario do cualquier punto de vista que deseo sor considerado seriamente como una concepción
do justicia', escribe Jen Elstcr (1999, p. ;I39). Concucrdo. Sin embnreo, hay que tenor presen
te que la idea do la "justicia como imparcialidad" (Bnrry, 1995) no establece un compromiso
genérico con In imparcialidad, sino que nrirnm unn variante más específica: la imparcialidad
ética de las instituciones, su ncutrolidnd frente a In pluralidad existente de concepciones de
la buena vida.

Esto no quiere decir que no existan amplías esferas de legítima parcialidad. Como lo
formuln Brínn Barry (1995, p. 15). 'el alcance do lo imparcialidad es limitado'.

Para el caso de México, véase, por ojemplo, Sílvn-Henog Márquez (1999, pp. 111-124).
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dia, de compromiso, que satisfaga a las dos partes, o puede tratar de
resolver el conHicto ponderando los derechos y las obligaciones forma
les de las partes. El primer caso, que se describe comúnmente como
arbitraje de intereses iinterest arbitration), se encamina hacia una
solución con base en criterios internos, definidos por las partes en
conflicto; su éxito se define por la aceptación que encuentra entre las
partes. En el segundo caso, que se conoce como arbitraje de derechos
{rights arbitration), el conflicto se decide con base en estándares ex
ternos, independientes de las partes; su éxito se expresa en la afirma
ción exitosa de las reglas vigentes.

En el ámbito de la administración electoral, el concepto más rele
vante es claramente el último, la noción de la imparcialidad como la
aplicación de estándares normativos "sin sesgos ni autoínterés" (Rawls,
1971, p. 187).^® Según esta concepción, la imparcialidad representa
un principio secundario al servicio de un objetivo primario: el imperio de
la ley. En la organización de elecciones, al igual que en otras esferas
de la administración pública, la exigencia de actuar de manera impar
cial es equivalente a la exigencia de actuar con apego a las reglas lega
les. Es en estos ámbitos de regulación formal que se puede afirmar
que "decir que la ley debe ejercerse de manera imparcial es simple
mente decir que ésta debe ser aplicada fielmente" (Barry, 1995, p. 19).

El modelo idealizado de imparcialidad

Creo que la manera más fructífera para acercarse a la idea de impar
cialidad como la neutral aplicación de reglas es comprenderla como
un concepto normativo que opera a base de un conjunto simple de
suposiciones empíricas. Dicho de otro modo, sugiero entenderla como
un principio normativo que opera a base de un "modelo cognitivo idea
lizado" (Lakoff, 1987). Este modelo se compone de cuatro elementos
constitutivos (gráfica 1): primero, hay dos partes en conflicto, las que
aquí denominamos A y S; segundo, está presente un tercer actor, ex
temo al conflicto, el juez J, llamado a resolver la disputa de manera

Sin embargo, existen amplios espacios de interlocución entre los consejeros electorales y
los partidos políticos donde prevalece la lógica de la mediación de intereses. Muchos acuerdos
formales que toma el Consejo General están precedidos de extensas consultas con los represen
tantes de los partidos. Muchas veces es con estos ejercicios de deliberación y negociación
multilateral que se traducen los líneamientos legales generales en soluciones concretas, y que
se llenan los espacios de indeterminación que deja la ley.
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Gráñca 1. El modelo idealizado de la imparcialidad

imparcial; tercero, existe una regla o un conjunto de reglas R que per
miten resolver el conflicto de manera inequívoca; cuarto, el juez cie
rra el caso de manera autoritativa con una decisión D, que determina
a cuál de las partes le asistía "la razón" jurídica.^®

En este esquema el razonamiento imparcial entra como motivo, o
si utilizamos el lenguaje de la causalidad mecánica, como "mecanis
mo causal", que lleva al juez a decidir el caso de acuerdo con las reglas
vigentes. O más precisamente, la imparcialidad entra como "variable
intermedia" que establece im determinado tipo de monocausalidad: en
troniza a R como la causa exclusiva de D, excluyendo tanto los intere
ses de A y B como las preferencias de J. En la gráfica 1 esta relación
monocausal está representada por la flecha que une a R con D; cuan
do esta flecha causal parte de otra esquina del cuadrante, estamos
frente a una decisión parcial, dictada no por reglas sino por intereses.
En pocas palabras, la imparcialidad es una metarregla -la regla de
seguir las reglas y nada más-.''

La idea de una resolución de disputas con base en reglas genera
les administradas por un juez neutral está en el corazón mismo de la
noción del Estado de derecho. Todo el lenguaje jurídico que gira alre
dedor del "cumplimiento" y la "aplicación" de la ley, el "apego" y la
"obediencia" a la ley, se nutre del supuesto idealizado de que las re
glas legales vigentes permiten resolver las disputas judiciales de ma-

Este "modelo idealizado" de imparcialidad está muy cercano a lo que Martín Shapiro
(1981, p. 1) analiza como la lógica originaria de la Tunción judicial, "la lógica de la triada" en la
solución de conflictos.

Nótese que la idea de la "monocau.salidad" de las reglas no excluye lo que la teoría de
elección racional irational chotee) llama la compatibilidad de incentivos. La prohibición de que
los intereses de los actores determinen la decisión D no impide que coincidan con lo que exigen las
reglas vigentes.
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ñera clara e inequívoca, lo que limitaría el papel del juez al estableci
miento de los hechos y al descubrimiento de la ley aplicable. En otras
palabras, la noción de una aplicación cuasi "mecánica" de la ley por
parte de jueces desinteresados y desapasionados no representa una
ficción largamente superada del siglo XIX, sino más bien el supuesto
idealizado, todavía vigente y omnipresente, de nuestra concepción
moderna del derecho.

La imparcialidad invisible

El carácter ideal típico de la imparcialidad complica considerablemente
BU operacionalización y medición empírica; pero hay otro obstáculo
grave para la evaluación empírica de la imparcialidad: su naturaleza
invisible. La imparcialidad es un concepto causal del que no podemos
observar su referente empírico. Se trata de un auténtico concepto de
"caja negra" (black box). La mente del juez y su manera de razonar
están totalmente fuera de nuestra observación directa. No hay mane
ra de ver directamente si J actúa o no con imparcialidad; no lo pode
mos observar; lo tenemos que inferir de lo que observamos.

Hablando en términos metodológicos, la naturaleza "invisible" de
la imparcialidad -en conjunción con su carácter "ideal típico"- agudiza
el tradicional problema de la "validez" de nuestras observaciones.
Discusiones de validez responden a la pregunta "si nuestras observa
ciones (cualitativas o cuantitativas) nos proporcionan información
sobre el mundo que sea adecuada a nuestros conceptos" (Collier y
Adcock, 1999, p. 1). Convencionalmente, se entiende que el problema
de la validez es cómo "relacionar ideas con hechos" (Collier y Adcock,
1999, p. 1). Pero en el caso de un concepto cuyo referente empírico no
es directamente observable, precisa comprenderlo como el problema de
cómo relacionar hechos observables (decisiones) con hechos no obser
vables (motivos) (véase la gráfica 2).

Para los actores mismos, los J, la problemática relación entre lo
que vemos y lo que suponemos se traduce en un problema endémico de
credibilidad (véase la gráfica 2). Si la relación entre hechos y motivos
es problemática, la relación entre palabras y motivos lo será aún más.
En la medida en que un "observador externo" tenga dificultades para
constatar si J actúa con imparcialidad, el mismo juez tendrá dificul
tades para hacer creíble que efectivamente actúa con imparcialidad.
Si la imparcialidad es un concepto de observación "esencialmente dispu-



Gráfica 2. Los problemas de validez y credibilidad
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tado" {essentially contested), los actores encargados de llevarla a la prác
tica lo serán también.'®

Inferencias de imparcialidad

Si la fuerza causal de las reglas es invisible y los motivos del juez
están recluidos en su mundo subjetivo, ¿cómo evaluamos su actuación?
¿Cómo sabemos qué tan parcial o imparcial es su modo de razonar? Si
adoptáramos una perspectiva estrictamente positivista, deberíamos
concluir que no nos compete hablar de lo que no podemos observar;
que la caja negra es material para novelas, no para la ciencia. Es evi
dente, sin embargo, que los actores mismos no se dan el Iiyo de seguir
la epistemología conductista de los años cincuenta. A pesar de todas las
dificultades de observación, todos, actores y académicos, seguimos ha-

» En general, en política toda norma compleja genera eale doble problema de validez y
credibilidad. Sin embargo, trndicionaimente la teoría de conceptos ha ignorado estos problemas
de la aplicación de normas, dado que se ha ocupado prererentemente de conceptos empíricos
cuyos referentes estifn 'oul ihere' (Sartorí, 1984, p. 24), fuera de nuestras mentes, en el mundo
objetivo; perros, sitias. Arboles. En estos casos, para empezar, los objetos son visibles; son acco-
sibles a nuestra observación. Luego, la posible divergencia entre realidad y prototipo no es muy
problemática; se resuelve, por ejemplo, mediante la clasiricarión de los objetos de acuerdo con
'semblanzas de familia* (LakolT, 1987). En cambio, en el mundo de las normos todo lo que
tenemos son observaciones indirectas, y como nuestros ejercicios de observación se vuelven
frágiles, tenemos que apoyarnos más en la reflexión y en el debate. La noción de la observación
'esencialmente disputada' intenta captar el carácter abierto y controvertido de este proceso
reflexivo y deliberativo -aunque originalmente la idea de nociones 'esencialmente disputadas*,
formulada por Gallie 11966), se referia a conceptos normativos cuya complejidad podía dar
origen a disputas interminables sobre su signiricado, no sobre su observación-.
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blando de principios imparciales; y seguimos evaluando a los jueces, a
los árbitros y a los funcionarios públicos en términos de imparciali
dad. ¿Cómo lo hacemos?^^

Lo que observamos cuando vemos a un juez en funciones son prime
ramente sus decisiones y sus justificaciones. Para evaluar su grado de
imparcialidad podemos apoyamos en un ejercicio de comparación.
Examinamos si las decisiones yjustificaciones de J coinciden con lo que
creemos que exige la ley. Cuando la respuesta es afirmativa, podemos
tomar esta coincidencia como evidencia prima facie de una actitud im
parcial de parte del juez. Cuando es negativa, podemos tomar la diver
gencia como una señal de advertencia de que existen posibles sesgos de
parte de J. Es obvio que una decisión jurídicamente bien fundada puede
sui'gir de motivos extralegales, de la misma manera que una decisión
jurídicamente vulnerable puede resultar de la voluntad inmaculada
de seguir los dictámenes de la ley. La revisión de decisiones y justifi
caciones jurídicas mediante criterios jurídicos, por tanto, no provee
certezas de parcialidad o imparcialidad; pero sí establece indicios in
directos que parecen relativamente confiables. En general, es razonable
suponer que un actor competente y comprometido a seguir las reglas
no termine vulnerándolas de manera abierta y sistemática.^"

En términos abstractos, este modo de evaluación suena fácil, pero
el carácter prototípico de la imparcialidad lo puede volver complejo e
incierto. Por lo regular, la realidad se aparta de la configuración idea
lizada que subyace al concepto de la imparcialidad. Ante todo, como lo
sabemos por lo menos desde Kelsen {1994 [1934]), la idea guía de la su
premacía de la regla, de un conjunto de reglas claras, específicas, con
gruentes, completas y conocidas, se queda lejos del funcionamiento real
de cualquier sistema jurídico. Normalmente el marco legal no es más
que eso; un marco que no impone una solución única sino nada más deli
mita la gama de soluciones permisibles. Esto implica que la relación en-

Comúnmente, el surgimiento del nuevo institucionalismo se explica como unn reaccián
al excesivo dnfasia que puso la ciencia poiiticn coiiductista en los nctores en detrimento de las
estructuras. El contraste no se limita, sin embargo, al campo de la teoría, sino que tiene tam
bién un aspecto metodoiégico ampliamente ignorado en la bibliografía. El institucionalismo
actual, sobre todo en su variante de la elección racional, es sorprendentemente antipositivista.
Mucho más que en la observación de la conducta humana, se basa en reflexiones sobre la moti
vación y cognición humana.

La exigencia de "competencia" de ios actores indica una Fuente alternativa de decisiones
incongruentes con la ley; los errores jurídicos. Cuando el juez se aparta de la ley, puede ser por
equivocación, no necesariamente por parcialidad. Se supone que la capacitación jurídica mini
miza esta fuente de ruido; se supone también que ios errores se distribuyen de manera aleatoria,
sin mostrar sesgos sistemáticos en favor de una u otra parte (lo que facilitaría su detección).
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tre regla R y decisión D se vuelve indeterminada, incierta. La norma
jurídica ya no opera de acuerdo con el ideal positivista de causalidad
lineal sino sólo como material más o menos plegable de interpretación.
Su aplicación deja de ser "mecánica" para volverse "creativa".

La relativa indeterminación de la regla formal no es ninguna no
vedad para los estudiosos del derecho. En cambio, el nuevo institucio-
nalismo en ciencia política ha permanecido ajeno a este problema; de
hecho, lo ha evadido por definición. Instituciones son reglas, leemos
con frecuencia, pero no al revés; no todas las reglas son instituciones.
Para calificar como "institucional" una regla tiene que ser "efectiva",
tiene que ser una regla "que importa", lo que presupone que sea "am
pliamente conocida y generalmente aceptada", además de reforzada
por "la amenaza de sanciones" en caso de incumplimiento (Epstein y
Knight, 1998, p. 115). Quiere decir esto que regla "institucional" es la
que se asemeja al tipo ideal de la regla clara, conocida y determinan
te. Puede que exista el mundo "subinstitucional" de la regla ambigua,
incompleta e incongruente, pero cae fuera de la jurisdicción del análisis
institucional. Esta selectividad conceptual se refleja en el trabajo sus
tantivo del nuevo institucionalismo que ha girado alrededor de reglas
sencillas y efectivas, como las reglas de votación y las reglas de nombra
miento, que sirven como parámetros inequívocos de la acción política.
Consecuentemente, la posible indeterminación de las reglas formales
ha quedado fuera de la agenda.

Mientras unos han optado por ignorar los márgenes de incerti-
dumbre que abre cualquier cuerpo de reglas formales, otros han ten
dido a exagerarlos. El hecho de que la realidad jurídica se aparte
sistemáticamente de su concepción idealizada ha llevado a muchos
críticos a desechar la idea misma de la imparcialidad jurídica como

un mero "cuento", un "mito" cuyo fin transparente es "racionalizar" y
"encubrir" la realidad de un vigoroso activismo político por parte de
jueces que cuentan con amplios márgenes de discreción (Segal y Spaeth,
1993, pp. 4 y 34). Autores como JeíTrey Segal y Harold Spaeth, recono
cidos por su aplicación del "modelo de actitudes" {altitudinal model) a
la Suprema Corte de Estados Unidos, tienden a cometer el mismo
error que Kelsen (1994 [1934]) criticó ya hace más de tres cuartos de
siglo. Se acercan al estudio del sistema judicial con expectativas
de causalidad nomotética (la regla causa la decisión de la misma ma
nera que la gravedad causa la caída de la manzana); luego las ven
frustradas y concluyen que las reglas no importan, que son las orien
taciones ideológicas las que primero explican los fallos judiciales.
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Pero hay caminos intermedios entre ignorar el problema e ignorar
las soluciones. Como dijimos, el modelo idealizado de la imparciali
dad sugiere que, en un primer paso, revisemos la congruencia de la
decisión D con las reglas R. Pero si este ejercicio resulta imposible o
impi'acticable porque las reglas son inciertas, nos ofrece dos pasos
subsidiarios; nos permite examinar la posible congruencia de D con
los intereses de una de las partes y fi, al igual que la posible corre
lación entre D y las preferencias personales de J. La eventual coinci
dencia entre i) y las preferencias de uno de los actores involucrados se
interpreta como indicio de causalidad. En términos de la teoría de
elección racional, que parte de la primacía del autointerés, sería una
coincidencia enteramente normal; en términos de imparcialidad, que
parte de la primacía de la norma formal, se trata de una coincidencia
sospechosa. "La parcialidad [...] es un juicio afectado por el interés"
(Barnett, 1998, p. 137). En el mundo de la imparcialidad, la única
causalidad legítima es la fuerza de las reglas.

Entremos ahora en nuestro tema de fondo con un análisis de las

reglas que rigen la actuación del Consejo General del IFE. Primero
veremos si la estructura de intereses de las partes nos da criterios
para evaluar la imparcialidad del Consejo y, fínalmente, analizare
mos hasta dónde la imagen de los "jueces" (los consejeros electorales)
ayuda a crear o a disipar dudas de imparcialidad.

El reino de las reglas

A primera vista la organización electoral mexicana representa un te
rreno ideal para el ejercicio y la evaluación de la imparcialidad. La
legislación respectiva tiene varias características que facilitan la ren
dición de cuentas en términos de imparcialidad. Se trata, ante todo,
de un conjunto de reglas legales que además de detalladas son acepta
das y conocidas por las partes principales: los partidos políticos.

Primero, la ley electoral es aceptada por los principales conten
dientes políticos. El Código Federal de Instituciones y Procedimientos
Electorales (Cofipe) y los demás ordenamientos electorales fueron fruto
de una serie de negociaciones entre los tres partidos políticos princi
pales. En las primeras reformas electorales de los años noventa (apro
badas en 1990 y 1993) todavía prevaleció, por parte del gobierno, la
lógica de las alianzas selectivas üon el PAN) y de las concesiones míni
mas; es decir, se mantuvo la lógica del control autoritario sobre la



Andreas Schedler

lógica de la legitimidad democrática. En cambio, en las reformas pos
teriores, aprobadas en 1994 y 1996, se impuso la volimtad (o como
dirían muchos, la necesidad) de generar consensos más amplios, de
poner fin a la marginación del PRD y de "soltar las riendas" (Silva-
Herzog Márquez, 1999, p. 57) del proceso electoral. Fue en estas dos
últimas negociaciones que los partidos políticos lograron construir un
marco institucional que en lo fundamental cuenta con la aceptación
de todos. El nuevo consenso sobre las reglas básicas del juego se ha
manifestado, ante todo, en la dramática disminución de los conflictos
poselectorales que tan comunes fueron entre 1983 y 1994.

En este aspecto, el sistema electoral mexicano está edificado sobre
un principio esencial que sostenía la triada original entre juez y pai^tes
(Shapiro, 1981): el consenso acerca de las reglas. Los beneficios de
este anclaje consensual son obvios. En el momento en que las reglas
están fuera de disputa ceden las presiones para desoír los dictados de
la imparcialidad y desconocer determinadas reglas que se consideren
injustas o ilegítimas. En este momento el juego sobre las reglas del
juego (el juego de la transición democrática) se convierte en un juego
con reglas (el juego de la democracia). Es así, y solamente así, como la
imparcialidad puede erigirse en un valor compartido por todos.

Segundo, las reglas electorales son conocidas por todos. A diferen
cia de un tribunal de justicia, el Consejo General del IFE no enfrenta a
un universo de cUentes numerosos y fluctuantes que no entran en
contacto con la institución salvo en casos raros y esporádicos. Al con
trario, los principales "clientes" del Consejo, los principales destina
tarios de sus decisiones -los partidos políticos-, representan un gru
po pequeño y estable de "jugadores repetidos" (repeated players)?"^ Sus
representantes, por tanto, están en una posición privilegiada que les
permite desarrollar un conocimiento sólido e íntimo de la legislación
electoral. Se trata entonces de clientes extraordinariamente bien co

locados para controlar la imparcialidad y el apego a la ley por parte de
la autoridad. Para ellos, la ley no es un castillo impenetrable de reglas
incomprensibles ni una idea lejana, abstracta y borrosa; más bien la
conocen de cerca y con precisión.

21 Según el autor, en la antigua ley romana para poder llegar a la resolución judicial de
un conflicto las partes tenían que ponerse de acuerdo, primero, sobre la regla que se iba a
aplicar, y luego sobre la persona del juez, el tercero confiable que iba a decidir el caso (Shapiro,
1981, p. 2).

2z Más precisamente, los partidos, quienes al fin y al cabo también pertenecen al Consejo,
son los clientes principales de los consejeros electorales, los únicos miembros con derecho a
voto.
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Sin embargo, no hay que ser excesivamente optimistas. Es proba
ble que los representantes de los partidos políticos cuenten con los
conocimientos requeridos para someter al Consejo General a una efec
tiva rendición de cuentas en términos legales (legal accountability).
Pero si pensamos en otros actores regularmente afectados por las
decisiones del Consejo -tales como los funcionarios electorales, las aso
ciaciones civiles, los medios de comunicación y los ciudadanos-, se
extienden anillos de ignorancia que se hacen cada vez más profundos,
y más lejano se percibe al IFE en la vida cotidiana.

De todos modos, uno podría decir que es relativamente fácil hacer
se experto en materia electoral, dado que los principales ordenamientos
electorales están muy accesibles en unos cuantos textos legales -la
Constitución, el Cofipe, el Código Penal y la Ley General de Medios de
Impugnación en Materia Electoral-. Sin embargo, el cuerpo de reglas
formales relevantes se está expandiendo continuamente, ya que abar
ca también los reglamentos internos del IPE al igual que toda la juris
prudencia electoral, incluidos los fallos del Tribunal Electoral y los
acuerdos del mismo Consejo General. En consecuencia, el derecho elec
toral se presenta cada más como una materia enigmática que revela
sus secretos solamente a un puñado de especialistas iniciados (quie
nes luego enfrentan diñcultades considerables en el momento en que
tratan de traducir su razonamiento legal en un lenguaje comprensi
ble para el público en general).

Tercero, la legislación electoral mexicana es sumamente detallada.
Encierra la organización electoral en una férrea jaula de regulación
burocrática. La larga historia de manipulación electoral por parte del
partido hegemónico llevó a la oposición emergente a desconfiar radi
calmente de la administración electoral, que hasta la fundación del
IFE en 1990 estaba bajo completo control gubernamental. Los "padres"
de las reformas democratizadoras de los años noventa traspasaron la
organización de las elecciones federales del gobierno a un órgano per
manente y autónomo: el IFE. Pero tampoco se atrevieron a confiar en
la nueva autoridad; prefirieron establecer un sistema de alta seguri
dad a correr el riesgo de transitar por el camino incierto de la confianza.
Entre otras cosas, trataron de minimizar los márgenes de discreción de
la autoridad electoral por medio de un código electoral denso y extenso,
que por su afán regulador y su amor al detalle se asemeja mucho a un
verdadero "manual de procedimientos" (Woldenberg, 1998, p. 29)."

^ Sobre la densa red de reglas "burocrálicas' que teje el Conpc, véase Schedler (2000).
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La regulación detallada del proceso electoral delimita un extenso
campo de acción del IFE en donde se cumple cabalmente la premisa
central del modelo idealizado de la imparcialidad: la vigencia de re
glas claras, congruentes y precisas, que ponen duros límites a la auto
ridad electoral y proveen de criterios claros a los partidos, sus princi
pales agentes de control (agenta of accountability). Si la ley estipula
que hay que firmar determinadas actas, cumplir con determinados
requisitos o respetar determinados plazos, es relativamente fácil cons
tatar si "la autoridad" sigue o no los mandatos de la ley, es decir, si
aparentemente actúa o no con imparcialidad.

El reino cíe la libertad

En las sociedades modernas, el derecho aspira a funcionar como un
sistema cerrado y "autopoiético" (Luhmann, 1995), cuyas decisiones
se alimentan exclusivamente de las reglas vigentes (incluidas las de
interpretación, sedimentadas en la jurisprudencia y los precedentes).
La densidad regulativa del Cofipe que comprime los espacios de dis
creción e interpretación ayuda mucho a instaurar la ley como guía
efectiva de las decisiones del órgano electoral. Sin embargo, la regla
mentación detallada del código electoral se queda lejos de cubrir todo
el campo de acción del IFE.

Primero, al igual que cualquier otro ordenamiento jurídico, la ley
electoral no es enteramente clara, congruente, concreta y comprensi
va. Hay de todo; hay reglas oscuras que dan lugar a interpretaciones
controvertidas. Por ejemplo: ¿qué significa el término "propaganda"
en el artículo 38, párrafo 1, inciso q del Cofipe, que incita a los partidos
políticos a "abstenerse de utilizar símbolos religiosos [ . .] en su propa
ganda"?-' Otras reglas son contradictorias pues inducen a interpreta
ciones opuestas. Por ejemplo: ¿cómo reconciliar el artículo 7, párrafo 3
del Reglamento de Sesiones del Consejo General, que estipula que "en
el caso de sesiones extraordinarias y especiales solamente podrán ven
tilarse aquellos asuntos para los que fueron convocadas", con el pá
rrafo inmediatamente posterior que "no obstante" admite la discusión
de "asuntos generales"?-'' Muchas reglas más son bastante generales

Fue el consejero eleclornl Juan Molinar quien rorniuló esta duda en la sesión ordinaria
del Consejo General del 30 de noviembre de lü'JD. en la cual se sancionó al pnnista Vicente Fox
y al prifsta Rol>erto Campa por haber infringido el artículo citado.

Esta incongruencia normativa suscitó la controversia que, en la famosa sesión cxtraor-
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y requieren de una considerable labor de especificación y operaciona-
lización. Por ejemplo, el código electoral hace mención de un sinnúmero
de papelería que se utiliza en la jornada electoral (boletas, actas y
formatos), pero deja a cargo del Consejo General la tarea de determi
nar el diseño concreto de todo este material.^® Por último, también
existe lo que comúnmente denominamos "lagunas legales", aparentes
"huecos" de regulación que pensamos que "el legislador" debería haber
cubierto de haber podido prever los problemas que enfrentamos en la
actualidad. Dos ejemplos destacados serían el silencio que guarda el
Cofípe acerca de los gastos de campaña que efectúan los candidatos
a la presidencia antes del inicio formal del periodo de campaña de
marcado por la ley, y la falta de una regulación explícita acerca de los
contenidos permisibles que pueden llevar los emblemas de los parti
dos y de las alianzas de partidos.^^

Segundo, el Cofipe determina con mucha precisión todos los pasos
que el !FE debe seguir durante los procesos electorales. Pero es mucho
menos elocuente en lo que se refiere a los tiempos entre las elecciones.
No es que los tiempos no electorales sean de ocio para el ife; no todas
sus tareas oscilan con el ciclo electoral. Entre sus funciones perma
nentes están, por ejemplo, el mantenimiento del padrón electoral, la
educación cívica, el monitoreo de los medios y la fiscalización de los
partidos. Además, entre las elecciones federales de los años 1997 y
2000, el Consejo General tenía que realizar toda una serie de activi
dades que artículos transitorios del Cofipe le habían encargado (ante
todo la reestructuración administrativa, la reforma del Estatuto del
Servicio Profesional Electoral y la designación de una comisión para
el estudio de posibles modalidades de sufragio de los mexicanos en el

diñaría del Consejo Ccnornl del 16 de noviembre de 1998, motivó al PRI a abandonar el organis
mo por varios meses (Schedlcr, 199f)a).

'Si Pora el procoso electoral fuderal del nHo 2000 bnbla que diseñar 64 tipos diferentes do
pnpcierin (cuyos formatos fueron aprobados en la sesión ordinaria del Consejo General, el 30
de noviembre de 1999).

sT g| primer problema fue objeto de discusión en el Consejo General cuando debía decidirse
uno queja al respecto contra el Partido del 'nabiyo (Sesión Ordinaria del 30 de noviembre de
1999). El segundo salió en primera plana cuando la "Alianza por el cambio", promovida por el
IWN y el i'VEM, registró ante el IKE su emblema con la fotografía de su candidato presidencial,
Vicente Fox. Como manifestó el presidente del 'IVibunal Electoral. José Luis de in Peza, según
el diario Unontúituno, "hay muchas situaciones no provistas en la ley, y que por obviedad no se
pueden incluir en una boleta, "por ejemplo, sería absurdo que un emblema dijera vota aquí, o
que otro emblema dijera que los del partido tal o cual aon unos traidores a In patria'" ("Analiza
rá el Tribunal el nuevo logotipo: De la Peza", Unomdsuntt, 12 de enero de 2000, p. 7). En cambio,
para una bonita polémica que niega la existencia do "verdaderas" lagunas legales, véase Kelsen
(I994{1934J. cap. 40).



extrai\}ero). Sin embargo, parece evidente que entre las elecciones se
abre una suerte de vado regulatorío, un espado de indeterminación
que contrasta notoriamente con la densidad regulatoría que envuelve
al proceso electoral.

Tbrcero, los partidos políticos construyeron al IFE para que se hi>
ciera cargo de una tarea precisa: la organización de elecciones federa
les democráticas. No se trataba de un acto de delegación amplia y
abierta; los partidos no enviaron al IFE a una misión redentora y mal
defínida como sería la de construir *la democracia"; le encargaron la
función mucho más modesta y circunscrita de resolver, como lo llama
ba José Ortega y Gasset, ese 'mísero detalle técnico" en que se funda
menta la democracia moderna: la organización de elecciones demo
cráticas.^ Sin embargo, los fines legales del Instituto van más allá. El
artículo 69 del código electoral establece, por ejemplo, que el IFE tiene
que ocuparse de 'la promoción del voto" y de 'la difusión de la cultura
democrática" (artículo 1, inciso g). Es bastante común en el mundo
que los organismos electorales realicen tareas de educación cívica e
información ciudadana; pero las formulaciones del Cofípe parecen
excepcionalmente viigas y abiertas a interpretaciones extensivas. ¿Po
dría haber sido la intención del legislador de instaurar el órgano elec
toral como agente central de cambios culturales sin contenido defini
do? Adicionalmente, el mismo párrafo del Cofípe confiere al IFE otras
responsabilidades, cuyo ejercicio corresponde más bien, pensaría uno,
a los ciudadanos, a los partidos políticos y a las asociaciones civiles: me
refiero a los objetivos de 'contribuir al desarrollo de la vida democrá
tica" (inciso a) y 'preservar el fortalecimiento del régimen de partidos
políticos (inciso b).^

En todo caso, estas asignaturas que son más políticas que admi-

V CiUdo M Wotdcnlwfs(19S9, p. 67). No obotante, habría que aAadir que el códiso electo
ral es baeUnU ̂oAxeo ea al aw—r>te de daOmr la fuaddo primaria del ire. Exhorta al loetitu-
to a velar por ta 'autaolkádad jr cfactividad* del eufra^. ademáa de parontuar la celebración
'padOca* de laa eloecioaes federalee (Celipe. articulo 69, párrafo 1. incieoe fy e). Son aspiracio-
aea pero hay qne adadUr que una lectura Klcral probablemenle empujaría el IH!
a campoe de acdón queedáo omy iijanw de eu tarea eaencia]. Lo llevaría quixáa a ouperviaar el
cumplimiento de promesas eketeralea o a participar en nesociacíonee de paz en tonas de iniur-
gencia guerrillera.

Parece algo paradópeo que pradaamente en este punte la ley utilice el término *r«ei-
men* de partidos, que raya en lo peyorativo, en lugar del término técnico neutral 'alBloma' de
partidos. Nótese lauibite que la idea de 'preservar el fortalecimiento* del sistema de partidos
os una fórmulajurídica partkularmente desafortunada; literalmente, implica que el IFK nunca
deberá dqjar de fortalecer al sistema de partidos, ni cuando el país ya este sometido a una
verdadera "partiteracia*. Envia al sistema de partidos e un viaje el estilo de Buu Lighlyear, el
valiente protector del aapiKÍo cu la película animada Tbt Story. ;A] ínrinito y más allá!
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nistrativas se escapan del corsé de regulación legal que moldea las
actividades de organización electoral. El IFE está libre de decidir cómo
interpretarlas y cómo llevarlas a la práctica. No hay reglas formales
que lo restrinjan; ni siquiera sus "principios rectores" que establece la
Constitución (en su artículo 41) -certeza, legalidad, independencia,
imparcialidad y objetividad- pueden ofrecer mucha orientación prác
tica en esta labor de concreción.®®

Cuarto, la institucionalización de una organización estatal exige,
entre otras cosas, trazar y fijar los límites de su jurisdicción, es decir,
requiere demarcar sus "esferas de actividades permisibles y requeridas"
(Elster et ai, 1998, p. 32). Varios de los conflictos más sobresalientes
que se generaron entre el IFE y el Consejo General actual tuvieron su
origen en la problemática delimitación de su jurisdicción. Por un lado,
el código electoral no logra delimitar con nitidez las facultades legales
que el Consejo posee hacia fuera, es decir, frente a otros organismos
públicos. Se requería de fallos del TVibimal Electoral para aclarar, por
ejemplo, si el Consejo podía exhortar a las autoridades federales, es
tatales y municipales a suspender toda publicidad innecesaria durante
el mes previo a las elecciones federales; si podía formar una comisión
para atender eventuales denuncias de "presión o coacción" a los elec
tores, o si podía físcalizar las finanzas de los partidos a nivel estatal.®^
Por otro lado, la ley es muy ambigua con respecto a las facultades le
gales que el Consejo puede ejercer hacia adentro, es decir frente a los
órganos administrativos del propio Instituto. Aquí no fue por medio
de la jurisprudencia sino por la vía de los hechos, establecidos a tra
vés de negociaciones complejas y conflictos corrosivos, que el Consejo
logró imponer su primacía (Schedler 1999b).®®

Notoriamente, las normas legales difieren mucho en el grado de discreción judicial que
permiten. Las fórmulas legales abarcan todo un continuo, desde la discreción mínima que per
mitan tns reglas hasta la discreción amplia que ofrecen las analogías, pasando por presuncio
nes, estándares, factores, principios y directrices (Sunstein, 1996, pp. 21-33). Ninguna de estas
fórmulas permite la "discreción dcsinhibida" (Sunstein, 1996, p. 21) deljuec, pero claramente le
imponen grados de restricción muy variados.

El TRi, en su queja administrativa contra cuatro consejeros electorales, eita los tres
casos como evidencia de supuestas violaciones al marco constitucional y legal. Ea todos, el
Tribunal ha adoptado congruentemente una perspectiva restrictiva, apoyando la tesis de la "no
intervención" en asuntos extemos (por lo que su respuesta fue negativa).

33 La existencia de áreas de indefínición jurídica que (todavía) no están delimitadas y
acolchonadas por tradiciones de jurisprudencia, difícilmente pueden llevar a visiones conver
gentes de la ley. Sin embargo, en el caso del Consejo General de) irs. el surgimiento cuasi
naturol de controversias legales fue dramáticamente reforzado por una simple disposición cons
titucional. El artículo 41 de la Constitución estipula que "las sesiones de todos los órganos
colegiados de dirección Idel IFE] serán públicas". La deliberación y la rendición de cuentas en
público invisten la operación del Consejo General con un sito grado de transparencia democrá-
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¿Cómo maneja un juez común y corriente situaciones como las que
acabamos de esbozar, cuando el texto de la ley no alumbra con clari
dad el camino que hay que tomar?; ¿cómo crea certeza de las dudas
que surgen de la ley? La verdad es que a él muchas veces ni las dudas
le surgen, porque puede recurrir a todo un conjunto de prácticas y
conocimientos de jurisprudencia que le permiten traducir aun una
fórmula aparentemente vaga y oscura en certeza jurídica. "El conoci
miento de la ley -como lo formula Sunstein (1996, p. 33)- consiste en
gran medida en el entendimiento de las prácticas interpretativas pre
valecientes entre la comunidad jurídica". En este aspecto, los intér
pretes de la ley electoral mexicana tenían que empezar de cero. Ti-a-
tándose de una rama nueva del derecho, las tradiciones y precedentes
que dan certeza a la interpretación jurídica no existían; apenas se
han ido desarrollando durante los últimos años.

Según la legislación mexicana, los partidos políticos pueden im
pugnar todos los actos del IFE en general y de su Consejo General en
específico, ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa
ción (TEPJF). No es el Consejo General quien tiene la última palabra,
sino el Tribunal.^^ Y efectivamente, para el Consejo General esta ins
tancia de apelación ha actuado no sólo como un agente de restricción
jurídica, sino también como una valiosa fuente de información jurídi
ca. En términos generales, los fallos del Ti ibunal han sido aceptados
como correctos y legítimos por todas las partes involucradas. En com
paración con el Consejo General del IFE, el Tribunal ha logrado envol
verse mucho mejor en un aura de imparcialidad judicial. Por lo regu
lar, hasta los perdedores acatan sus decisiones con gracia. Sus fallos
no simplemente cierran un proceso de toma de decisiones; cierran la
controversia legal sobre el asunto en cuestión. Insertos en el modelo
idealizado del derecho y de la imparcialidad, los actores comprenden
las resoluciones del Tribunal como interpretaciones no solamente
autoritativas sino auténticas de la ley. Lo que decide el Tribunal no es

tica. Pero al mismo tiempo el principio de publicidad también conlleva una dramatización pú
blica de los conflictos juridicos en el gremio (entre consejeros, entre partidos, entre consejeros y
partidos y entre todos y los órganos administrativos del Instituto).

Rompiendo con una larga tradición de "autocalifícación" de las elecciones (por los mis-
mo.s diputados elegidos), la reforma electoral de 1987 dio un primer paso hacia la construcción
de un sistema judicial de resolución de disputas electorales. Las reformas electorales posterio
res profundizaron y completaron este esfuerzo por "despolitizar" y "despartidizar" la validación
de las elecciones federales. Hoy, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJK),
un organismo judicial autónomo, tiene la última palabra en la resolución de todos los conflictos
electorales, incluyendo los locales. Sobre la condictiva judicialización de los conflictos electora
les en México, véase Eisenstadt (1999).
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una lectura más de la ley; es la lectura correcta. Sus dictámenes dan
certeza sobre lo "que dice la ley" y "quién tiene la razón".^''

Dentro de este esquema idealizado de interpretación, algunos ac
tores han decidido malinterpretar fallos del Tribunal que revocaron
decisiones anteriores del Consejo General, como evidencia de actua
ciones "ilegales" (queriendo decir, premeditadamente ilegales y por lo
tanto sancionables) de parte del mismo.®® Sin embargo, cualquier cor
te de apelación en el mundo, al fallar en favor de la parte impugnadora
no condena a la instancia inferior, la corrige. Las jerarquías de ins
tancias jurisdiccionales no existen para sancionar a losjueces inferiores,
existen para remediar sus aparentes errores.®® En las cortes bajas, el
apego a la ley no se mide por lo imposible, la emisión de fallos inmu
nes contra su revocación en instancias superiores; se comprueba, más
bien, en la aceptación de las reglas vigentes de interpretación y vali
dación de éstas (en nuestro caso, simplemente en el hecho de que el
Consejo no ha dejado de aplicar ni un fallo del Tribunal). Sin embargo,
a pesar de su uso y abuso para descalifícar al Consejo General, la
existencia de lo que podríamos llamar una oficina de estándares jurí
dicos ha contribuido considerablemente a construir una tradición de
jurisprudencia que estrecha cada vez más los márgenes de indetermi
nación de la ley electoral. Gracias a las sentencias del Tribunal, inter
pretadas como revelaciones de la ley, han emergido, en las turbias
aguas de la indeterminación y controversia jurídica, radiantes archi
piélagos de certeza legal.®'

En enoro do 2000, el Tribunal invalidó la intención de la "Alianza por el cambio" (entre
el Partido Acción Nacional y el Partido Verde) do incluir, en su emblema oficial, lo foto(!rano de
Vicente Fox, su candidato a la presidencia. Esta decisión suscitó críticas impetuosas de parto
del candidato y su partido, contra una decisión que consideraron como "política", "parcial*,
"totalmente nrliitraria* y "fuera de la ley" ("El fallo del Trife pone en riesgo los comicios, dice la
Alianza por México" Isíc], La Crónica. 8 de enero de 2000). Es todavía muy temprano para
evaluar si esta controversia podró dañar la reputación del Tribunal a largo plazo.

La queja administrativa presentada el 16 de marzo de 1999 por el l'RI en contra do
cuatro consejeros electorales se sostiene, en buena parte, en esta lógica, en el recuento de casos
donde el Tribunal le dio la razón al partido, presentados como prueba de que los consejeros
"violentaron las disposiciones constitucionales y de las leyes federales y. asimismo, atacaron a
las instituciones democráticas del país al infraccionar los principios constitucionales de legali
dad, certeza y olyetividad* (Partido Revolucionario Institucional, "Denuncia por Responsabilidad
Administrativa", p. 17).

O como diría Martín Shapiro (1981, cap.S), existen para someter a las cortes locales a
criterios uniformes, definidos por el poder central.

3' Como señaló el consejero Alonso Lujambio en el contexto de la discusión de un asunto
jurídico particularmente complejo que le tocaba resolver a la Comisión de Fiscalización que
preside el mismo consejero; la comisión actuó "en el marco de una norma nueva, muy compleja
l-.-l La norma es muy joven, de manera que no hay jurisprudencia [...1 De manera que poco a
poco vamos acotando en el tiempo nuestros márgenes de incertidumbre normativa. Si estuvié-



Ganadores y perdedores

De acuerdo con nuestro modelo prototípico de la imparcialidad, en si*
tuaciones de indeterminación jurídica, cuando los actores u observa
dores desconocen las reglas vigentes o cuando las reglas que conocen no
proveen soluciones claras, pueden tratar de evaluar las decisiones de
J, de manera subsidiaria, examinando la correlación entre sus deci
siones y los intereses de las partes AyB. Cuando este análisis revela
que las decisiones de J coinciden sistemáticamente con las posiciones de
una parte, podemos inferir que es muy probable que no hayan surgido
de consideraciones estrictamente imparciales. Una pauta sostenida de
favores y discriminaciones constituye un fuerte indicio de parciali
dad. El juez cuyas decisiones tienden a producir siempre los mismos
ganadores y perdedores se hace, por lo menos, sospechoso.

En el caso del Consejo General del IFE, comparar de manera siste
mática el comportamiento de votación de los consejeros apartidistas
con las posiciones de los partidos políticos era relativamente fácil en
los primeros años del Instituto, cuando los representantes de los par
tidos tenían derecho a voto en el máximo órgano electoral. Hoy, que
todavía forman parte del gremio pero ya no con derecho de voto, el
rastreo de sus posiciones se ha vuelto algo más complicado. Por lo
regular, los partidos se pronuncian de manera relativamente clara si
apoyan o no alguna propuesta "en lo general", aun cuando formulen
objeciones "en lo específico". Pero en muchas ocasiones las discusio
nes en el seno del Consejo no aportan datos suficientes para saber, a
ciencia cierta, cómo hubiesen votado todos los miembros del consejo,
en caso de haberlo podido hacer. En todo caso, reconstruir sus posturas
con base en las versiones estenográficas de las sesiones del Consejo
General requeriría de un esfuerzo considerable y de resultados par
cialmente inciertos. Se entiende, entonces, que existan estudios sobre
el alineamiento del voto de los consejeros con divisiones partidarias
para la primera y segunda generación de consejeros, pero no así para
la tercera, la actual.^"

Pero hay una ruta alternativa para el análisis "estadístico" de la
imparcialidad del Consejo actual, esto es, el estudio de los recursos de

romogcn el 2016. con ta misma norma [...| nuestros marcos de inccrtidumbre se habrían rodu-
cidu onorniamente' (vnraiAn calenoeriirica do In scsián ordinnrin del Cunscgo OenornI do! InsU-
tuto FcdcrnI Electoral, 16 de diciembre de 1998, pp. 107.108J.
^ Véase Pérez (199-I) y Schedler (1099d. pp. 27-32) para el período electoral de 1991, y

Malo y Pastor (1996) para los años 1994 y 1996.
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apelación que los partidos presentan contra decisiones del Consejo
General ante el TVibunal Electoral. Fue de esta manera como el con

sejero electoral Mauricio Merino trató de reconstruir la trayectoria de
imparcialidad del órgano colegiado al que pertenece. Al analizar la
suerte que corrieron los acuerdos del Consejo General que fueron im
pugnados ante el Tribunal Electoral (durante aproximadamente los
primeros dos años y medio del Consejo actual), llegó a la conclusión de
que los partidos sólo impugnan una pequeña parte de las decisiones
del Consejo (alrededor de diez por ciento); de que todos los partidos
recurren al Tribunal con más o menos la misma frecuencia; de que el
Consejo gana casi la mitad de los juicios en su contra, y, finalmente,
de que los fallos del Tribunal favorecen a todos los partidos de manera
más o menos equitativa, lo que sugiere que las decisiones del Consejo
no muestran un sesgo sistemático contra algún partido determinado
(Merino, 1999).

Obviamente, este método de evaluación tiene sus lados débiles;
reside sobre premisas algo frágiles acerca de la naturaleza del Tri
buna] Electoral. Básicamente se inscribe en la visión idealizada del

Tribunal, concediéndole una suerte de superioridad ontológica de sa
piencia jurídica en materia electoral. Luego, como cualquier otra me
dición "estadística" de la imparcialidad que trabaja con promedios y
porcent^es, no puede dar justicia a la naturaleza y relevancia variada
de los casos individuales en estudio. Pero hay una crítica más funda
mental que cuestiona el criterio igualitario en que se sustenta el ras
treo estadístico de ganadores y perdedores: la idea de que no todos los
partidos son iguales; de que el PRI todavía es un partido bajo sospecha
que no se merece el mismo trato que los demás.

La imparcialidad asimétrica

La evaluación "estadística" de la imparcialidad parte de un supuesto
fuerte: asume que la actuación imparcial de J se aprecia en una dis
tribución aleatoria de sus decisiones a favor y en contra de las partes;
asume que bajo los dictados de la imparcialidad, a todas las partes les
debe tocar un promedio semejante de juicios ganados y perdidos. De
hecho, esta forma de medición se nutre del modelo de la imparciali
dad como arbitraje de intereses. Si el juez es el intermediador en un
conflicto recurrente, es posible esperar que una distribución probabi-
lística igual de sus resoluciones refleje fielmente sus esfuerzos por
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considerar los intereses de todos los contrincantes de manera equita
tiva. En cambio, en esferas de arbitraje de derechos esta concepción
"simétrica" de la imparcialidad encuentra sus límites. En el mundo
de la ley, puede ser más justo o (sin ser necesariamente más justo)
más creíble trabajar con una noción "asimétrica" de la imparcialidad.

Para empezar, puede haber razones sustanciales, de ley, para que
las decisiones D desfavorezcan sistemáticamente a una parte. Puede
haber diferencias sistemáticas entre las partes tanto en su respeto
por el marco legal como en su tendencia a abrir litigios frivolos; en
lenguaje jurídico, a formular quejas "notoriamente infundadas". Nadie
esperaría que un tribunal absolviera a un ladrón profesional la mitad
de las veces o que diera la razón la mitad de las veces a un misántropo
que acosa a sus vecinos con interminables pleitos legales sin sustento
real. El principio de igualdad jurídica no permite conceder ni al criminal
notorio ni al hipocondríaco legal tanta igualdad probabilística; ambos
fenómenos no han sido ajenos al derecho electoral mexicano. Por ejem
plo, entre 1983 y 1994, el periodo de la transición democrática, el prin
cipal agente de fraude electoral era claramente el PRl, el partido hege-
mónico en declive. Al mismo tiempo, la oposición emergente no siempre
resistía la tentación de impugnar resultados electorales aun en casos
donde en realidad no había mucho que impugnar. En los ámbitos de
competencia del Consejo General del IFE, los partidos en ocasiones
se han acusado mutuamente de abrir litigios legales, sea ante el IFE o
ante el Tribunal Electoral, de manera frivola, sin fundamentos jurídicos
y con fines meramente publicitarios."' Sin embargo, los datos compi
lados por Merino (1999) sugieren que por lo menos en lo que se refiere
a las apelaciones ante el TiMbunal Electoral no hay ningún partido
que muestre una clara tendencia a provocar pleitos jurídicos sin méri
tos legales.

Las razones jurídicas son las únicas válidas y legítimas que pue-

En la» eleccione» rcdernie» de 1994, por ejemplo, el PRO "sometió unn queja genérica
mimeogr.ifíada 320 veces pnrn impugnar In construcción del padrón electoral; un asunto que
había sido resuelto mucho tiempo antes de las elecciones y que no constituía una fuente legíti
ma de queja el din de la elección. Los magistrados del TKK se manifestaron en contra de tener
que contestar repetidamente cientos de p.iginas de alegatos que ya habían sido atendidos"
(Eisenstadt. 1999, p. 94). Sobre la difícil y controvertida delimitación temporal de transiciones
democráticas, véase Schedler (1999c).

Por ejemplo, en enero de 2000 los partidos de oposición decidieron impugnar ante el
Consejo General el uso de los colores de la bandera nacional en el emblema del PIO En respuesta,
el representante del PIO ante el IKK afirmó que "cualquier intención por abrir la discusión sobre el
tema entraña para nosotros un evidente interés coyuntural I... 1 es una pretensión meramente
intencionada y con ómbilos |.s-íc| de propagando" (versión c8tenogr.irica de la sesión ordinaria
del Consejo General, 27 de enero de 2000, 2.'in parte, p. 01)
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den justificar que J falle de manera sistemática a favor o en contra de
una parte. No obstante, para los observadores extemos (igual que para
las partes mismas) que no están en condiciones de evaluar con certeza
las razones jurídicas del juez, existen adicionalmente dos factores
extralegales que pueden respaldar la aplicación de un estándar
asimétrico de evaluación: el poder y la reputación de las partes. Por
un lado, una de las partes puede detentar recursos de poder que ame
nacen con ejercer influencias indebidas sobre el juez. En estos casos,
es de temerse que la dura realidad del poder sustituya al frágil prin
cipio de la imparcialidad como "variable intermedia" preponderante
en la toma de decisiones. Por otro lado, una de las partes puede haber
adquirido, por su comportamiento en el pasado, la mala fama de trans
gredir la ley de manera habitual. La reputación de im actor les ahorra
costos de información a sus interlocutores. Cuando se establece una
determinada imagen de un actor, sea justa o injusta, la información
histórica reemplaza la información actual. Para formarse un juicio
sobre la imparcialidad de un juicio, bajo la sombra de reputaciones
sólidas, ya no parece necesario informarse de los detalles del caso. La
reputación de haber actuado de manera ilegal en el pasado establece
la presunción de estar actuando de manera ilegal también en el pre
sente. El juez, por tanto, ante los ojos del público comprueba su im
parcialidad condenando al condenado.

En tales situaciones de asimetrías de poder o reputación, se puede
dar un paradójico divorcio entre i'ealidad y apariencia de imparcialidad.
Si J falla en favor del actor poderoso y/o sospechoso se hace sospechoso
él mismo de ceder a presiones ilegítimas y de actuar de modo parcial,
aun cuando su decisión esté perfectamente bien fundamentada en tér
minos de la ley. Y al revés, si falla en favor del actor débil o de la víctima
histórica, crea la impresión favorable de estar resistiendo los susu
rros del poder y la tentación de la impunidad, aun cuando su senten
cia carezca de justificación legal.

En la actualidad mexicana, es el PRI quien tiene la mala suerte de
reunir las dos características: goza todavía de una reputación autori
taria bien ganada en décadas de hegemonía posrevolucionaria (la mala
fama), y al mismo tiempo sigue siendo el actor de mayor peso en el
escenario político (el poder superior). La coincidencia de los dos facto
res ha creado la imagen persistente del PRl como portador de una suerte
de autoritarismo hereditario; los conflictos entre el partido y el Con
sejo General han reforzado esta imagen. Para los críticos del PRI, el
Consejo General no ha hecho más que aplicar la ley a todos, incluyendo
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al partido en el poder, que no se acaba de acostumbrar ni a la compe
tencia democrática ni a la autonomía del organismo electoral, y que se
resiste a abandonar el régimen de excepción que lo alimentó durante
décadas. Desde esta perspectiva, las protestas del antiguo partido
hegemónico contra el arbitro electoral no se fundaron en la ley, sino en
una "nostalgia por el fraude electoral" y en el deseo por "rescatar una
integración gobernada del IFE, ventajas ilícitas, cartas marcadas, ex
pedientes secretos o trampas superadas".

Naturalmente, el propio PRI ve las cosas de manera muy diferen
te. Reclama que ya ha dejado atrás su pasado autoritario y que ya
representa un jugador democrático como los demás. Denuncia que ha
sufrido un trato discriminatorio, producto de una ilegítima concep
ción asimétrica de imparcialidad por parte de consejeros "antipriístas".
Exige, por tanto, recibir "un trato imparcial [...] sin filias ni fobias"."*'^

En este sentido, la disputa por la imparcialidad del Consejo Gene
ral del IFE ha sido en buena medida una disputa por la legitimidad
democrática del PRI, una verdadera y hegeliana "lucha por el reconoci
miento" (Honneth, 1992). Se entiende que esta lucha no haya llevado
a evaluaciones compartidas de imparcialidad. De hecho, como los ac
tores y observadores han utilizado criterios de evaluación opuestos, el
análisis de los "perdedores" y "ganadores" de las decisiones del Conse
jo solamente ha alimentado la "disputa por la imparcialidad", sin con
tribuir a observaciones y mediciones aceptadas por todos.

El pecado de oxúgen

Como lo estipulamos arriba, si ni las reglas ni la correlación entre D y
los intereses de las partes Ay B dan claves fiables sobre la imparcia
lidad de J, el observador externo puede volcarse sobre la persona del
juez mismo para ver si sus decisiones coinciden sistemáticamente con
sus preferencias personales. En un proceso judicial, cuando las partes
se enfrentan al juez, la confianza o desconfianza que sostienen inicial-
mente hacia él no es un asunto personal; normalmente ni lo conocen.

Gerniíin MnrUnpz Cóceres. roprescnliinle del PAN nnle el IKK, versión estenouróricn de in
acsiún ordinarin do! Consejo Getiernl, IB de dlcicnii)re de 19í)fl. flíla parto, p. 3.35.

■'I' Versión ostonoprnriea de la sesión ordinnriti del Consejo General, 16 de marzo de 1099,
Sla parte, p. 129.

'*■) Los estudios "positivos" del sistema judicial siguen precisamente esta lógica. K1 modelo
de actitudes, por ejemplo, ignora el mundo de las reglas para analizar exclusivamente la asocia
ción entre las sentencias y los intereses e ideologías subyacentes (Segal y Spaeth, 1993).
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Si le tienen confianza es porque tienen confianza en el Estado de dere
cho; y al revés, si le desconfían es porque desconfían del sistema de
in.partición de justicia en general. Por lo menos al inicio del juicio, el
juez no es más que un portador anónimo de roles.

En el caso del Consejo General del IFE, es obvio que no podía, de
antemano, nutrirse de un capital acumulado de credibilidad. Ninguna
institución nace con una torta de confianza institucional bajo el brazo.
En buena parte, el crédito que recibe depende de la credibilidad que
tengan las personas que la dirigen. Para la nueva autoridad electoral
mexicana, creada precisamente para abatir la arraigada desconfianza
en la limpieza de las elecciones, fue, por tanto, indispensable que su
cúpula -el Consejo General, plenamente "ciudadanizado" desde 1996-
descansara sobre un sólido colchón de confianza personal. Aparente
mente, el pi'ocedimiento ideado para asegurar esta confianza siguió lo
que podríamos llamar el modelo romano: el nombramiento del juez,
del tercero confiable, por consenso entre las partes (Shapiro, 1981, p. 2).
Sin embargo, la apariencia de consenso es algo engañosa. Más que
ponerse de acuerdo sobre candidatos apartidistas de consenso, los par
tidos nombraron, dentro de un sistema de cuotas informales, una suerte
de representantes partidarios light -gente de su confianza que sin em
bargo no despertara reacciones alérgicas de parte de los demás parti
dos-. Se trataba, en esencia, de nombramientos de partido controlados
por vetos mutuos."*^

No obstante la "partidización" de los nombramientos, todos los invo
lucrados, partidos al igual que candidatos, se basaban en el supuesto
de que una vez nombrados, los consejeros electorales iban a "cortar el
cordón umbilical"''' que los unía a los partidos, que iban a asumir la
obligación moral y constitucional de actuar con plena imparcialidad,
por encima de los intereses de partido. Dicho de otro modo, había
consenso en que en el máximo órgano electoral no se iba establecer un
esquema de "repartición de poder" {power sharing) entre los partidos,
sino un esquema de "delegación" del poder a terceros independientes.
En el primer esquema, la imparcialidad es un producto institucional
que surge del "equilibiúo" entre la pluralidad de fuerzas y opiniones
representadas. En el segundo, se convierte en un principio de decisión

^^Pnra laanegociaciooesde 1994, véase Carplzo (1995). La información sobre las negocia-
ciones de 1996 se basa en las entrevistas realizadas por el autor a Germán Pérez Fernández del
Castillo, México. D.F., Sdejuniode 1999, y a Ricardo Valero, México, D.F,, 18 de junio de 1999.

« Entrevista con Enrique Ibarra Pedroza, representante del PRI ante el IFE, México. D.F.,
7 de julio de 1999.



cuyo peso mayor descansa ya no sobre pilares institucionales, sino sobre
los hombros de los protagonistas.'*^

A pesar de esta amplia convergencia alrededor de xma concepción
imparcial de los papeles públicos de los consejeros, el procedimiento
partidario de su nombramiento no fue inocuo; tuvo un fuerte efecto
contaminante en su imagen pública. Como fue del dominio público
quién propuso a quién, los consejeros fueron identificados, de ante
mano, como cercanos al partido que les había propuesto."" Natural
mente, en varios casos esta percepción de cercanía fue reforzada por
la biografía del consejero novato igual que por su inserción en deter
minadas redes sociales y políticas. En todo caso, su origen partidario
cubrió a los consejeros electorales con un manto de sospecha inicial,
eclipsando el consentimiento de todos los partidos.

Es más, al asumir sus funciones, los consejeros no solamente car
garon con el peso de su origen partidista; el futuro no tardó mucho en
hacerles sombra también. Cuando los funcionarios electorales salen

del Instituto Federal Electoral, el código electoral no les limita en sus
carreras posteriores; no los somete a ningún "periodo de enfriamien
to" que les impida asumir cargos electorales, partidistas o de gobierno
durante lui determinado tiempo. Consecuentemente, el IPE, en su breve
historia, ya ha visto a varios de sus altos funcionarios ingresar direc
ta o casi directamente del Instituto a puestos de partido o a ejercer
funciones públicas con sello partidario. Cambios laborales de este tipo
también contaminan. Por lo general, aunque no se justifique en el
caso concreto, crean una suerte de contaminación retrospectiva, de
aparente corroboración retrospectiva de sospechas: ¡Les dijimos que
no era neutral! ¡Ahora está a la luz del día!

Pero la posible carrera partidista después del IFE también conta
mina hacia adelante; da lugar a la idea de que los consejeros electorales
están forjando sus futuras carreras políticas. El rango de las ambicio
nes atribuidas, reales o imaginarias, va desde el secretario de Goberna
ción hasta el ministro de la Suprema Corte de Justicia, siempre con la
hipótesis de un futuro gobierno formado por el (supuesto) partido del
consejero correspondiente. Es decir, a la idea de consejeros leales a
"sus" partidos por motivos sociales (la gratitud por favores pasados)

Sobre la distinción entre la imparcialidad da las instituciones y la imparcialidad de
los actores, véase arriba; sobre modos de administración electoral, véase Schedter (199Sd.
pp. 11-17).

Véase, por ejemplo. '¿Quiénes son los cansejertM ciérrales?*, La Crónica, 23 de no
viembre de 1998.
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se añade la idea de consejeros leales a "sus" partidos por cálculos utili
taristas (la expectativa de favores en el futuro)."'®

Las reglas de mordaza

Cuando una parte interesada en determinados procedimientos im
parciales nombra al funcionario encargado de administrarlos, se crean
sospechas estructurales de parcialidad. Esto se ha dado en el caso del
Consejo General del IFE como en cualquier otro, por ejemplo en los
nombramientos presidenciales de los magistrados de la Suprema Corte
de Estados Unidos. Pero las sospechas de parcialidad no se limitan a
los jueces "contaminados" por su proceso de nombramiento; la dificul
tad para establecer reputaciones duraderas de imparcialidad es más
general. En el momento en que un juez falla en contra de una de las
partes, la confianza del "perdedor" en la imparcialidad judicial está
en riesgo de derrumbarse. En vista de esta "inestabilidad básica"
(Shapiro, 1981, p. 2) de la resolución de conflictos por medio de terceros
Imparciales, los imperativos de la imparcialidad van regularmente
más allá de la obligación formal de aplicar la ley de manera imparcial.
Incluyen como rutina la obligación de cuidar la imagen pública del juez
o árbitro imparcial. Como reza una frase multicitada en el ámbito
electoral, no es suficiente ser imparcial, también hay que parecerlo.
"La justicia, como dice el viejo refrán, no sólo debe hacerse, sino tam
bién debe ser evidente que se hace" (Barry, 1995, p. 111).'®

Es común que las necesidades con*espondientes del manejo de imagen
{ímage management) lleven a los portadores de funciones imparciales
a afirmar en público, de manera reiterada, su compromiso inquebran-

Aquí habría que analizar otro aspecto que ha dañado gravemente la imagen de tos con
sejeros. De manera persistente, sus adversarios públicos no se han limitado a criticar sus deci
siones y declaraciones; muy rrccucntemente han incurrida en la crítica personal, el juicio (su
mario) de carácter. En esencia, han retratado a los consejeros impugnados como personiyes
carentes de restricciones morales, motivados esencialmente por el poder y el dinero. Esta atri
bución de una simple primacía de autointerés, ilegítima e incompatible con las exigencias del
c.irgo público, conllevó una suerte de "contaminación moral" de los consejeros "cínicos y pata
nes" (Luis Facías Mackey, "Cínicos y patanes". La Crónica, 3 de febrero de 1999, p. 12). Creó un
sustento aparente para las acusaciones de parcialidad a manera de: si son personajes tan dudo
sos. no pueden ser honestamente imparciales.

Está claro que cuestiones de imagen (obligaciones secundarias) no deben opacar, eclip
sar, obligaciones de primer orden. Cuando consideraciones de impacto público se imponen sobre
consideraciones de ley, estamos claramente ante una perversión de la imparcialidad. Véase,
arriba, nuestras notas sobre las posibles falsas apariencias tanto de parcialidad como de Impar
cialidad.



table con la imparcialidad. Ibdos los consejeros electorales toman parte
en este ritual obligatorio. Ante todo, el presidente del Consejo Gene
ral, José Woldenbei^, no se cansa de afirmar y reafirmar públicamente
que el IFE es un arbitro en estricto sentido neutral, garante inquebran
table del "cumplimiento y la aplicación estricta de la norma".*'"''

Pero hay una excepción notable. El consejero electoral Jaime Cárde
nas es enfático en afirmar que "una nueva visión global y vanguardista
de derecho" exige abandonar "las concepciones decimonónicas" de la
"neutralidad y avaloridad del derecho" y de su "aplicación mecánica".''
En principio, parte de un supuesto poco controvertido. En las demo
cracias modernas la aplicación neutral de la ley encuentra su límite
en donde la ley viola los derechos básicos de los individuos. Esta re
serva contra la neutralidad jurídica m exíremis surgió en respuesta a
los regímenes autoritarios modernos que violaban los derechos huma
nos más fundamentales detrás de una fachada de legalidad, aplicada
ecuánimemente por sus jueces y verdugos. Mantener viva esta reser
va contra una concepción meramente formal de la función judicial
parece claramente pertinente en el contexto mexicano, en un sistema
postautoritario cuyo marco legal heredado, en su mayor parte, toda
vía no ha sido revisado y relegitimado por una opinión pública plural
y por un poder legislativo democráticamente electo.

El código electoral, empero, no ha sido el terreno más obvio para ras
trear violaciones a los derechos humanos y constitucionales, dado que
representa, sin lugar a dudas, una conquista democrática y no una he
rencia autoritaria. Además, lo que se supone que constituye un recurso
de emergencia contra la erosión autoritaria de una democracia se con
vierte, en manos del consejero electoral, en un argumento cotidiano. Cues
tiona, de manera regular, la aplicación de normas legales presuntamente
anticonstitucionales en asuntos tan diversos como, por ejemplo, el "exi
guo financiamiento" público de las asociaciones políticas'^ y los límites
que impone la ley a alusiones religiosas en las campañas electorales."^

Adicionalmente, Jaime Cárdenas, el abogado constitucionalista,
traduce su rechazo a la indiferencia de las autoridades hacia princi
pios constitucionales en la convicción de que el control de la constitucio-

M 'Canceladas, iaa condicionee para un fraude electoral en el 2000, asegura •losó Wol-
denberg*, ¡m Crónica, 8 de octubre de 1999.

Versión estenogrórica de la sesión extraordinaria del Consejo Oenernl, 9 de abril do
1999, óa parte, p. 8.

u/6irf.,p. 9.
SI Versión estenográAca de la sesión ordinaria del Consejo General, 30 de noviembre de

1999, pp 82-m.
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nalidad de las leyes debe ser "difuso", no monopolizado ni por la Su
prema Corte ni por el sistema judicial. Considera, en consecuencia,
"que cualquier autoridad administrativa está facultada para no aplicar
una norma que considere contraria al texto constitucional". En su
ámbito de competencia, el Consejo General del IFE está, por tanto,
obligado a "una revisión crítica de las leyes vigentes para comprobar
su validez o invalidez", y tiene plena facultad "para no aplicar normas
inconstitucionales".'"''' Es muy difícil que el rechazo genérico al princi
pio de la neutralidad de parte de un funcionario identificado con la
oposición, junto con su apoyo heterodoxo a una versión altamente des
centralizada del control constitucional, no se percibiera, por parte del
partido oficial, como la pretensión ilegítima de "erigirse en un tribu
nal de constitucionalidad".''®

Pero los códigos de conducta para funcionarios públicos regular
mente van más allá de la autoafirmación retórica del principio de neutra
lidad. Incluyen, por ejemplo, reglas de incompatibilidad de intereses
destinadas a evitar tentaciones tanto como a prevenir sospechas.®^ Típi
camente, también incluyen reglas de autorrestricción en las declaraciones
públicas del funcionario, El funcionario, juez o árbitro imparcial debe
abstenerse de hacer cualquier tipo de pronunciamiento público que
pudiera interpretarse como una expresión de simpatía o antipatía hacia
alguna de las partes. Por ejemplo, el código de conducta para la ad
ministración electoral, formulado por International IDISA en Estocolmo,
exige que los administradores electorales deberán, entre otras cosas,
"abstenerse de cualquier acto que indique, o pueda considerarse que
indique, apoyo partidario a algún candidato, partido, personaje o tenden
cia política", "abstenerse de participar en cualquier actividad, incluida
toda actividad privada, que pudiera interpretarse como simpatía por
tendencias, candidatos, partidos, personajes o políticos en particular",
"abstenerse de expresar puntos de vista sobre temas que pudieran
convertirse en materia de debate político en la elección", y "abstener
se de comunicarse con ningún votante respecto a temas con implica
ciones partidarias" (International idea, 1998, p. 11-12; véase también
Scallan, 1999).

Jaime Ciirdenas Gracia, "^oto parlicular del Consejero Electoral Jaime Cárdenas en re
lación con los proyectos de resolucón de las quejas JGE/QPRI/016/99 y JGE/QPAN/016/99 en
materia de libertad religiosa", Instituto Federal Electoral, México. D.F., 26 de noviembre de 1099,
pp. Bl, 33 y 46.

Enrique Iborra, representante del t*RI ante el IFE. versión estenográrica de la sesión
ordinaria del Consejo General, 30 de noviembre de 1999, p. 104.

Para una visión critica, véase Ariechiarlco y Jacobs (1996, cap. 4).



Estas reglas de abstención intentan cubrir las preferencias perso
nales de los funcionarios electorales con un "velo de ignorancia". Tra
tan de sustraerlos del ámbito de la racionalidad estratégica para crear
una imagen de actores sin preferencias o, en todo caso, de actores que
saben aislar su función pública de sus preferencias personales. En
general, entre los consejeros electorales se percibe una clara voluntad
de moverse dentro de las restricciones comunicativas que imponen
los códigos de ética. Sin embargo, sí ha habido algunos actos y decla
raciones que difícilmente se pueden considerar compatibles con estos
códigos y que no pudieron sino generar ciertas sospechas y controver
sias. Entre los (pocos) ejemplos destacan una reunión en privado de
consejeros con el presidente de un partido en vísperas de una sesión
conflictiva del Consejo General'^'' y la reflexión pública de un consejero
acerca de los beneñcios que una derrota electoral del PRl traería para
la culminación de la transición democrática.®®

En realidad, se trata de "reglas de mordaza" (Holmes, 1995, cap. 7)
muy severas; pero evidentemente no de normas legales sino de reglas
autoimpuestas que se sitúan en el ámbito de la moral, no en la esfera
del derecho. Cometen, entonces, un error de categoría quienes inter
pretan tales autorrestriccioncs normativas como reglas legales que se
pueden imponer por la vía legal, igual que quienes las declaran inexis
tentes por no estar codificadas como normas jurídicas. En el conflicto
entre el Partido Revolucionario Institucional y el Consejo General,
ambas equivocaciones legalistas han estado presentes. Un ejemplo
destacado fue la "denuncia por responsabilidad administrativa" que
presentó el Partido Revolucionario Institucional contra cuatro de los
nueve consejeros electorales en marzo de 1999. En buena parte, la
queja representó un intento (frustrado) de judicializar los fundamen
tos normativos de la imparcialidad. En su resolución aventurada (del
10 de agosto de 1999) que le costó su puesto, el ex controindor interno
del JFE, Carlos Muñoz Villalobos, siguió las líneas argumentativas del
PKI e intentó imponer una "amonestación pública" a dos consejeros
por declaraciones públicas supuestamente "transgresoraLs) del prin-

" Vt'nse RenwnrcI Gnrcíii Mcdrnno, "UaurpnHorcs: El IFR, cntrnmpndn on unn eoBtosn si-
mulnclún", Elcélera, 26 de noviembre do 1008. p. 4.

Vdiiiie "Violn Jnimc Cürdcnns au función como cona^'oro electoral dol tKK". Et Emnomin-
ta, 3 du diciembre de 1998. p. 47. Laa apreciaciones dol consejero, que flieron muy controvertí-
das aunque plcnninento jusLíncnbtea on un morco ncadémico, revelan el poaible eonflicio de
papelea que puede surgir entre la función pública de loe conaejeroa electorniea y las actividades
académicas o culturales (no remuncradna) que la ley lea permite realizar aparte (véase Conpe.
arUculo 77. párrafo 1).
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cipio de la imparcialidad". En respuesta, Jaime Cárdenas, uno de los
consejeros sancionados, interpuso un amparo constitucional (exitoso)
contra esta resolución administrativa, defendiendo ante todo su liber
tad de expresión como funcionario público ante la clara ausencia de
reglas legales o constitucionales que la limitaran.®®

El consejero que insiste en su libertad de expresión tiene razón en
su defensa contra la "moralización" autoritativa de la ley. El conflicto,
sin embargo, parece indicar que tanto la tentativa de "judicializar"
las "reglas de mordaza" (guiada por la lógica de la sospecha) como la
propuesta de ignorarlas en una lectura estrictamente jurídica de la fun
ción pública (guiada por el principio de la separación entre lo público
y lo privado), tienden a generar controversias públicas que ya no es
tán ancladas en razones jurídicas; tienden a generar controversias
que se originan primeramente en el mundo de las percepciones públi
cas y que se reproducen primero por la lógica de las sospechas, sin que
tengan necesariamente una vinculación estrecha con el apego real que
muestran los actores al principio de la imparcialidad. Pero para eso
existen, al fin y al cabo, las reglas de mordaza; para evitar daños gra
tuitos a la imagen de la institución y de sus funcionarios.

Conclusiones

Iniciamos nuestro recorrido por la controvertida imparcialidad del
Consejo General del IFE con un "modelo idealizado" de decisiones im
parciales, que consideramos fundamental no sólo para comprender la
"disputa por la imparcialidad" de la autoridad electoral mexicana, sino
en términos más generales, también para comprender al nuevo
institucionalismo en la ciencia política actual. Este modelo ideal típi
co estipula que en el reino de la imparcialidad la i*egla determina a la
decisión. Por su carácter idealizado igual que por la naturaleza invisi
ble de la imparcialidad, este modelo, dijimos, crea fuertes problemas
de operacionalización y medición. No obstante, ofrece tres posibles
fuentes de información que sirven para evaluar, aunque sea de mane
ra indirecta, las decisiones del juez o árbitro o funcionario público de
un modo imparcial: las reglas vigentes, los intereses de las partes
involucradas y las preferencias del propio actor imparcial. En el ám-

s® Jaime Cárdenas Gracia, "Asuntoi Se Demanda Amparo y Protección déla Justicia Fede
ral", México, D.F., 25 de agosto de 1999, documento privado.
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bito, fundamental, de las reglas que delimitan la actuación del Conse
jo General, dibujamos un panorama ambivalente. Hay todo un con
junto de reglas claras y detalladas que regulan la actividad medular
del IFE, la organización de elecciones, al mismo tiempo que existen
espacios amplios de discreción, junto con reglas ambivalentes y con
tradictorias cuya aplicación no puede ser sino controvertida.

Pero si las reglas formales dejan abiertos espacios de ambivalencia
que frustran la evaluación del Consejo General de acuerdo con el mo
delo idealizado de imparcialidad, los intereses de las partes tampoco
proporcionan una guía ineqm'voca. Los partidos políticos efectivamente
juzgan la imparcialidad del Consejo General con base en la correla
ción que sus decisiones muestren con las posiciones partidistas. Pero
recurren a criterios de evaluación opuestos que más que resolver la
disputa la reflejan y la reproducen. Luego, las percepciones acerca de
las preferencias personales de las propias autoridades han alimenta
do, sobre todo, acusaciones de parcialidad de parte del partido en el
gobierno. El origen veladamente partidario de los consejeros, con una
mayoría para la oposición, igual que algunas grietas en su obediencia
a las normas de autorrestricción, provocaron en el PRl temores a una
coalición antigubernamental.

En suma, sin embargo, el Consejo General presenta una imagen
que no parece estar muy lejos de la situación cotidiana de cualquier
corte de justicia. Los consejeros tienen que actuar dentro de un marco
legal que en muchos casos nada más define los límites exteriores de lo
permisible, sin dictar alguna solución determinada, y tienden a llenar
los espacios de indefinición jurídica de la única manera posible: apo
yándose en sus convicciones personales y en sus lecturas, siempre
controvertibles, de la ley.
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